CONTRATO ESTATAL − CADUCIDAD −Término. 
El anterior término de 20 años, fue modificado por la Ley 446 de 1998, que entró a regir el 7 de julio de este año, pues en su artículo 44, que modificó el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, se unificaron los términos, al establecer en el numeral 10 que en las acciones relativas a contratos, el término de caducidad sería de 2 años contados a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento, pero así mismo estableció unas reglas para la contabilización del término de caducidad, así:

a) En los contratos de ejecución instantánea, 2 años siguientes a cuando se cumplió o debió cumplirse el objeto del contrato.

b) En los que no requieran de liquidación, 2 años siguientes contados desde la terminación del contrato por cualquier causa.

c) En los que requieran liquidación y ésta se efectúe de común acuerdo por las partes, dos años contados desde la firma del acta.

d) En los que requieran liquidación y ésta sea efectuada unilateralmente por la administración, 2 años contados desde la ejecutoria del acto que la apruebe. Si no lo liquidare durante los 2 meses siguientes al vencimiento del plazo convenido por las partes o en su defecto el establecido por la ley, el interesado podrá acudir al juez para obtener la liquidación dentro de los 2 años siguientes al incumplimiento de la obligación de la entidad de liquidar.

e) La pretensión de nulidad absoluta del contrato, 2 años siguientes a su perfeccionamiento o si su término de vigencia es superior, el término de caducidad será igual a éste sin exceder de 5 años, contados a partir de su perfeccionamiento. 

f) La nulidad relativa del contrato, 2 años a partir de su perfeccionamiento.

CONTRATO ESTATAL − ACTO ADMINISTRATIVO - Validez
[L]a revocatoria de los actos administrativos si bien los torna ineficaces, no afecta la presunción de validez de la que están investidos y por lo tanto, resulta posible su impugnación judicial con fundamento en alguna de las causales de nulidad de los actos administrativos contempladas en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, para que a través del proceso respectivo se establezca la legalidad o ilegalidad de la decisión administrativa, lo que resulta relevante de cara a los efectos que hubiere podido producir tal acto administrativo mientras estuvo vigente, antes de su revocatoria o derogación. 

CONTRATO ESTATAL− CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS− Características 
[S]e observa que en materia civil y comercial, la prestación de servicios implica que las partes acuerden, de un lado, la cantidad y periodicidad de las prestaciones a cargo del contratista, pudiendo dejarla a la decisión de una de ellas, y de otro lado, deben acordar el monto de la obligación de pago a cargo del contratante, que puede corresponder a un valor unitario por cada prestación realizada. 
CONTRATO ESTATAL − REGISTRO PRESUPUESTAL - Noción 
[D]isponibilidad presupuestal y registro presupuestal no son lo mismo, pues la primera consiste apenas en una certificación que expide el respectivo funcionario de la entidad, sobre la existencia de recursos suficientes en un determinado rubro –de funcionamiento, de inversión, etc., y sus sub-clasificaciones- del presupuesto anual de la entidad, que pueden ser comprometidos y utilizados para una futura contratación. Es decir, que se cuenta con dineros disponibles para destinarlos a la celebración de un contrato. Es por ello que, en virtud del principio de economía que debe regir en la contratación estatal, del cual el deber de planeación constituye una manifestación, resulta requisito indispensable para la apertura de procesos de selección de contratistas, contar con tal certificado de disponibilidad presupuestal , que garantice la seriedad de la administración en su intención de contratar, al demostrar que cuenta con los recursos necesarios para comprometerse a través del contrato que pretende adjudicar. En cambio, como ya se explicó, el registro presupuestal sí representa una afectación concreta del presupuesto con una obligación adquirida por la administración, recae sobre un contrato existente, ya celebrado e implica la destinación de una determinada suma de dinero para el pago exclusivo de las obligaciones derivadas de ese negocio jurídico, en los términos en que se hubiere pactado en el mismo. 
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Actor:
CENTRO DE ENSEÑANZA DE INFORMÁTICA Y SISTEMAS CEINFOS LTDA.
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTE- FONDO VIAL NACIONAL.
Referencia: ACCIÓN CONTRACTUAL
Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, el 30 de abril de 2002 que negó las pretensiones de la demanda, la cual, aunque por distintas razones, será confirmada (f. 90, c. ppl). 

SÍNTESIS DEL CASO
El Fondo Vial Nacional celebró el contrato de prestación de servicios n.o  639 de 1993 con la sociedad Ceinfos Ltda., para la capacitación en sistemas, de funcionarios del Ministerio de Obras Públicas y Transporte, contrato en el cual se pactó un valor total de $ 35 000 000 para efectos legales y fiscales y el costo de la capacitación por curso y por persona en $70 000. En la liquidación unilateral del contrato, la entidad incluyó el valor final a favor del contratista, calculado sobre el precio unitario que se acordó en el contrato y la capacitación efectivamente dictada.  
ANTECEDENTES
I. Lo que se demanda

1. El 18 de diciembre de 1998, a través de apoderado debidamente constituido y en ejercicio de la acción de controversias contractuales consagrada en el artículo 87 del Código Contencioso Administrativo, la sociedad Centro de Enseñanza de Informática y Sistemas Ltda. Ceinfos Ltda., presentó demanda en contra de la Nación-Ministerio de Obras Públicas y Transporte–Fondo Vial Nacional, hoy Instituto Nacional de Vías, cuyas pretensiones fueron (f. 7, c. 1):

PRIMERA: Que se declare que LA NACIÓN-MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES (FONDO VIAL NACIONAL) hoy INSTITUTO NACIONAL DE VIAS del MINISTERIO DE TRANSPORTE incumplió el contrato de prestación de servicios número 639 de 1993 suscrito con el CENTRO DE ENSEÑANZA DE INFORMATICA Y SISTEMAS–CEINFOS LTDA. para la capacitación de un grupo de funcionarios del Ministerio de Obras Públicas y Transporte, de conformidad con los hechos de la presente demanda.

SEGUNDA: Que se declaren nulos y sin valor ni efecto los siguientes actos proferidos por la entidad demandada INSTITUTO NACIONAL DE VIAS del MINISTERIO DE TRANSPORTES:

A) Resolución No. 003671 del 10 julio de 1998 por medio de la cual se resolvió: 

“ARTÍCULO PRIMERO: Revocar en todas sus partes la Resolución No. 768 del 18 de febrero de 1998 de conformidad con la parte motiva de la presente providencia (sic).

ARTÍCULO SEGUNDO: Notificar personalmente o por edicto esta Resolución al representante legal del Centro de Enseñanza de Informática y Sistemas “Ceinfos Ltda.” y Seguros del Estado S.A. o a quien haga sus veces, de conformidad con lo establecido en el C.C.A.

ARTÍCULO TERCERO: Contra la presente resolución no procede recurso alguno por la vía gubernativa la cual se declara agotada para todos los efectos legales”

B) Resolución No. 768 del 18 de febrero de 1998 por medio de la cual se declaró en firme el acta de liquidación del contrato No. 639 de 1993. 

C) Acta de liquidación final del contrato 639 de 1993 elaborada unilateralmente por el Instituto Nacional de Vías.

TERCERA: Que se condene a LA NACIÓN–MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES (FONDO VIAL NACIONAL) hoy INSTITUTO NACIONAL DE VIAS del MINISTERIO DE TRANSPORTE al pago de los perjuicios causados que ascienden a la suma de TREINTA MILLONES TRESCIENTOS OCHENTA MIL PESOS ($30.380.000) de conformidad con lo siguiente: Como quiera que el contrato fue celebrado por la suma de TREINTA Y CINCO MILLONES DE PESOS ($35.000.000); que se ejecutó por un valor de diecinueve millones ochocientos diez mil pesos ($19.810.000), equivalentes a doscientos ochenta y tres estudiantes (283) y, en razón al incumplimiento del contratante, se deberá reconocer y pagar la suma faltante del contrato que asciende a quince millones ciento noventa mil pesos ($15.190.000) equivalente a doscientos diecisiete estudiantes (217). Igualmente, y como quiera que durante ese semestre la sociedad contratista mantuvo disponible igual número de cupos, se deberá reconocer y pagar la misma suma, esto es, la cantidad de quince millones ciento noventa mil pesos ($15.190.000) a titulo de indemnización de perjuicios.

CUARTA: Que se condene a LA NACIÓN–MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES (FONDO VIAL NACIONAL) hoy INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS del MINISTERIO DE TRANSPORTE el valor de los intereses corrientes y por mora causados por cada una de las demandadas desde cuando se hicieron exigibles y hasta cuando se verifique su pago.

QUINTA: Que las sumas a que se refiere la condena solicitada se actualicen monetariamente tomando como base el índice de precios al consumidor de manera que representen el valor adquisitivo equivalente a la fecha de la sentencia, de acuerdo con el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo. 

SEXTA: Que se disponga el cumplimiento de la sentencia en la forma y dentro de los términos establecidos por el artículo 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.
2. La parte actora dio cuenta de la celebración entre las partes, en 1993, de un contrato de prestación de servicios cuyo objeto fue la capacitación de un grupo de funcionarios del entonces Ministerio de Obras Públicas y Transporte en el área de sistemas en los niveles I al IV, hasta por un monto de $ 35 000 000, a razón de $ 70 000 por persona y curso, contrato respecto del cual se concedió al contratista un anticipo del 40% del valor total del contrato.

2.1. El contratista capacitó a 283 personas para un valor total de $ 19 810 000, hasta que de manera inesperada y sin previo aviso, la entidad contratante suspendió el envío del personal a Ceinfos Ltda., y lo dirigió a la Escuela Nacional de Sistemas para que recibieran allí la misma capacitación objeto del contrato, demostrando así que sí existía la necesidad de la capacitación e incumpliendo el contrato celebrado con la demandante.

2.2. Debido a la falta de comunicación por parte de la entidad contratante respecto de su decisión de suspender el envío de sus funcionarios a capacitación con la contratista, ésta mantuvo disponibles las instalaciones, el personal y los horarios necesarios para dar cumplimiento a lo pactado.

2.3. El 13 de mayo de 1997, la entidad demandada solicitó a la sociedad Ceinfos Ltda., el número de la cuenta en la cual podía realizar el pago de las sumas debidas con ocasión del contrato celebrado, el cual dio por terminado de manera unilateral, sin que mediara el correspondiente acto administrativo y al elaborar el acta de liquidación del mismo, consignó un saldo a favor de la entidad de $ 6 076 000.

2.4. Por medio de la resolución n.o 768 del 18 de febrero de 1998, el INVÍAS declaró en firme el acta de liquidación del contrato 639 de 1993; este acto fue recurrido por la contratista y la aseguradora y la entidad lo revocó mediante resolución n.o 003671 del 10 de julio de 1998.

2.5. La demandante adujo que el incumplimiento del contrato por parte de la entidad contratante se produjo cuando ésta dejó de enviar funcionarios a las instalaciones de Ceinfos Ltda., según lo acordado y empezó a enviarlos a otra empresa con la que celebró otro contrato con el mismo objeto, destinando para ello la disponibilidad presupuestal comprometida en el contrato 639 de 1993, sin comunicarle nada al contratista, quien mantuvo para el cumplimiento de sus obligaciones la disponibilidad de instalaciones, personal y horarios pero por causas imputables a la administración, que la puso en imposibilidad de hacerlo, no se pudo ejecutar la totalidad del contrato, lo que le ocasionó un desgaste económico que se tradujo en graves perjuicios.
III. Actuación procesal 

3. El Instituto Nacional de Vías contestó la demanda (f. 55, c. 1), se opuso a las pretensiones y alegó como excepciones: a) la caducidad de la acción, toda vez que el contrato tenía un plazo de 6 meses contados a partir de su perfeccionamiento, el cual se produjo el 27 de julio de 1993, lo que significa que el plazo de ejecución venció el 23 de enero de 1994; la sociedad Ceinfos Ltda., solicitó una conciliación prejudicial en enero de 1998, luego de transcurridos más de 4 años de haber terminado el plazo del contrato y año y medio después de haberse vencido el término legal para ejercer la acción contractual y presentó la demanda en diciembre de 1998, en vigencia de la Ley 446 de 1998, luego de 5 años de vencido el contrato y 2 años de vencido el término para iniciar la acción contractual; y b) la “inexistencia de la obligación”, puesto que la entidad, en virtud del contrato celebrado por las partes, no se comprometió, como alegó la demandante, a enviar funcionarios para capacitación hasta concurrencia del valor del contrato, el cual se fijó en un monto determinado para efectos fiscales, sino que su obligación era cancelar a la contratista el valor de los servicios prestados a las personas que asistieran a recibir la capacitación de acuerdo con las necesidades de la entidad contratante y esto fue lo que hizo, al enviar a capacitación a 283 personas, a un costo de $ 70 000 por cada una, lo que daba un valor de $ 19 810 000, pero como se le habían entregado a la contratista $ 25 886 000, ésta debía reembolsarle al INVÍAS la suma de $ 6 076 000 (f. 55, c. 1). 

4. La Subsección B de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en sentencia del 30 de abril de 2002, declaró no probada la excepción de caducidad de la acción contractual y denegó las pretensiones de la demanda aduciendo que los cargos presentados por la parte demandante carecen de fundamento, toda vez que del texto del contrato no surge la obligación de la administración de enviar determinado número de funcionarios a capacitación con la demandante sino que se desprende que la contratista se obligaba a capacitar en sistemas al grupo de funcionarios establecido por la entidad, mediante la realización de cursos según las necesidades presentadas por ella, a razón de $ 70 000 por curso y por persona y que en ninguna parte del convenio se estipuló que los recursos para el contrato referido debían agotarse en su totalidad; que se utilizaron 283 cupos, equivalentes a $ 19 810 000, por lo que el contratista, que había recibido $ 25 886 000 a título de anticipo, debía reembolsarle a la entidad la suma de $ 6 076 000. 

4.1. Igualmente agregó que era improcedente la reclamación de la demandante en el sentido de que la administración la dejó en la incertidumbre durante varios años “(…) para, finalmente, resolver sus peticiones en detrimento de su patrimonio y en contra del ordenamiento legal (…)”, pues lo cierto es que no probó que vencido el plazo contractual, el contratista hubiera elevado alguna solicitud o petición a la entidad contratante para proceder a la liquidación, sino que guardó silencio y sólo “(…) tres años y medio después de vencido el contrato, la parte actora solicita información respecto a su situación contractual (…), cuando ya había operado la caducidad de la acción contractual”.  

4.2. Finalmente sostuvo el a-quo que la demandante no puede afirmar que la conducta de la demandada le generó perjuicios, pues al contrario, “(…) con la revocatoria de la resolución que adoptó la liquidación del contrato, Ceinfos Ltda. quedó con una suma a su favor de $ 6 070 000, tal como se indica en la relación de liquidación final (…); por otro lado, las instalaciones, servicios  y elementos de enseñanza del contratista podían perfectamente ser empleados en la ejecución de otro contrato durante todo el tiempo en que estuvo en vilo el referido, en vista que la entidad contratante no siguió enviando a sus funcionarios, pues nada impedía lo contrario” (f. 90, c. ppl).
 5. Inconforme con lo decidido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, la parte actora interpuso recurso de apelación en el cual solicitó la revocatoria del fallo de primera instancia y en su lugar que se despachen favorablemente las pretensiones de la demanda, para lo cual reiteró los argumentos esgrimidos a lo largo de la primera instancia e hizo especial énfasis en que el tribunal no estudió el contrato a la luz de la voluntad de las partes, pidiendo que se analice si el contrato contenía un precio global fijo o un precio unitario fijo, pues es claro que el valor del contrato no se pactó únicamente para efectos fiscales sino que también sirvió de base para calcular el valor del anticipo y de las garantías constituidas; el mismo anticipo entregado, es indicio de que la voluntad de la parte contratante era la de ejecutar el contrato hasta llegar al monto acordado de $ 35 000 000 y además se evidenció que la entidad sí necesitaba el servicio hasta por el valor estipulado, pues lo contrató con un tercero y a un costo mayor, sin haber liquidado primero el negocio jurídico que existía con el demandante ( f. 100 y 108, c. ppl).

CONSIDERACIONES

I. Competencia 

6. El Consejo de Estado es competente para conocer del presente asunto en virtud del recurso de apelación interpuesto por la parte actora, en un proceso iniciado en ejercicio de la acción de controversias contractuales con vocación de segunda instancia ante esta Corporación, dado que, conforme a lo dispuesto por el artículo 265 del Código Contencioso Administrativo -modificado por el artículo 4º del Decreto 597 de 1988-aplicable en el sub examine, la cuantía exigida en 1998 para que un asunto fuera conocido en primera instancia por los tribunales administrativos, era de $ 18 850 000 y la mayor de las pretensiones de la demanda asciende a la suma de $ 30 380 000, por concepto de los perjuicios derivados de la no ejecución de la totalidad del contrato (f. 10, c. 1). 
II. Hechos probados 

7. Teniendo en cuenta los medios de prueba regularmente allegados al plenario
, se acreditaron los siguientes hechos, relevantes para la litis:

7.1. El 27 de julio de 1993, el ministro de Obras Públicas y Transporte, a nombre del Fondo Vial Nacional, celebró el contrato n.o 639 con el Centro de Enseñanza de Informática y Sistemas “CEINFOS LTDA.”, del cual se destacan las siguientes estipulaciones
:

CLÁUSULA PRIMERA: OBJETO.- EL CONTRATISTA se compromete para con el FONDO VIAL a capacitar a un grupo de funcionarios del Ministerio de Obras Públicas y Transporte en el área de sistemas, en los niveles I a IV, mediante la realización de cursos según las necesidades presentadas por la entidad, a razón de $ 70.000,oo por curso y por persona, de conformidad con su cotización del 18 de mayo de 1993, que forma parte del presente contrato.

CLÁUSULA SEGUNDA: VALOR DEL CONTRATO.- Para los efectos fiscales y legales el valor del presente contrato se fija en la suma de TREINTA Y CINCO MILLONES DE PESOS ($35’000.000,oo) MONEDA CORRIENTE.

CLÁUSULA CUARTA: PLAZO.- El plazo del presente contrato será de seis (6) meses contados a partir de su perfeccionamiento.

CLÁUSULA QUINTA: FORMA DE PAGO.- EL FONDO VIAL pagará al CONTRATISTA el valor del presente contrato previa presentación de las cuentas de cobro por curso terminado, acompañadas del certificado de asistencia de los funcionarios y certificado de aptitud y evaluación del desempeño obtenido por cada funcionario en cada uno de los niveles. En ningún caso habrá pago de prestaciones sociales al contratista.

CLÁUSULA SEXTA: OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA.- EL CONTRATISTA se compromete en cumplimiento del presente contrato a dictar cada uno de los cursos desarrollándolos con base en las necesidades del Ministerio de Obras Públicas y Transporte y al programa presentado en cada uno de los niveles y entregar el material necesario a cada uno de los participantes. PARÁGRAFO: Los cursos serán dictados en las instalaciones del CONTRATISTA (…). Cada nivel tendrá una duración de cuarenta (40) horas y debe ser desarrollado con base en el programa presentado y ajustado a las necesidades del Ministerio de Obras Públicas y Transporte. EL CONTRATISTA se compromete a entregar el material a los participantes en cada nivel que adelante y a prestar los equipos (…) para la práctica de los estudiantes en el horario acordado por las partes.

CLÁUSULA SÉPTIMA: ANTICIPO.- EL FONDO VIAL concederá al CONTRATISTA un anticipo del cuarenta por ciento (40%) del valor inicial del contrato, quince (15) días después de perfeccionado el mismo, previa presentación de la constancia de aprobación de la garantía correspondiente. PARÁGRAFO SEGUNDO (sic): AMORTIZACIÓN.- La amortización del anticipo se hará mediante deducciones de las cuentas de cobro por curso terminado. La cuota de amortización se determinará multiplicando el valor de la respectiva cuota por la relación que exista entre el saldo del anticipo y el saldo del valor del contrato (…).
7.2. Al contrato n.o 639 con el Centro de Enseñanza de Informática y Sistemas “CEINFOS LTDA.”, se le efectuó el registro presupuestal n.o 639 del 6 de agosto de 1993, del presupuesto del Fondo Vial Nacional por valor de $ 35 000 000, con cargo a la siguiente imputación presupuestal: Programa 3801, numeral 01, proyecto 15 (f. 47, vto., c. 2). 
7.3. En oficio 014355 del 5 de mayo de 1995, el jefe de la división de adquisiciones y contratos del Ministerio de Transporte dio respuesta a comunicación del contratista del 24 de abril anterior, “(…) relacionado con el abandono administrativo a que ha sido sometido el contrato (…)” y su propuesta de sentarse en una mesa de negociaciones para definir los parámetros de continuidad contractual, a lo cual le contestó (f. 26 y 67, c. 2):

“- Revisado el contrato No. 639-93 se establece que su plazo de ejecución se pactó en seis (6) meses a partir del perfeccionamiento, el cual se produjo el día 26 de agosto de 1993, estableciéndose como fecha de terminación el 25 de enero de 1994.

- Considerando que sólo hasta mediados del año anterior, se recibieron en esta División los archivos de contratos del Fondo Vial Nacional, en la actualidad el citado contrato se encuentra en liquidación, efecto para el cual requerimos su concurso.

- Por lo antes expuesto no se estima viable definir parámetros de continuidad contractual”. 
7.4. Mediante oficio del 13 de mayo de 1997, el jefe de la división de tesorería del Instituto Nacional de Vías le solicitó al contratista una certificación bancaria del número de la cuenta en la que deseaba que el instituto le efectuara los pagos correspondientes al contrato 639 de 1993 (f. 22, c. 2).

7.5. El 11 de noviembre de 1997, el jefe de la oficina jurídica del Instituto Nacional de Vías envía oficio al representante legal de CEINFOS LTDA., en el cual le solicita acercarse a suscribir el acta de liquidación final del contrato n.o 639 de 1993 (f. 25, c. 2).
7.6. Mediante oficio del 26 de noviembre de 1997, el jefe de la oficina jurídica del Instituto Nacional de Vías responde las inquietudes manifestadas por el representante legal de CEINFOS LTDA., acerca del proyecto de liquidación y le reitera la invitación a suscribir el acta que le fue presentada, advirtiéndole que de no concurrir dentro de los 5 días calendario siguientes, la entidad procederá a liquidarlo unilateralmente (f. 23, c. 2). 

7.7. El 18 de febrero de 1998, el director general del Instituto Nacional de Vías expidió la resolución n.o 000768, por medio de la cual “(…) se declara en firme el Acta de liquidación final del Contrato No. 639 de 1993”, en cuyas consideraciones consignó que el contratista fue citado para suscribir el acta de liquidación del contrato pero no estuvo conforme con la misma y no la suscribió. En dicha resolución, consta el siguiente corte de cuentas (f. 5, c. 2):

FECHA DE VENCIMIENTO DEL CTO

26 de febrero de 1994

VALOR TOTAL DEL CONTRATO

Contrato No. 639 de 1993




$35’000.000,00

Valor Total del Contrato 




$35’000.000,00

VALOR TOTAL DE LA CAPACITACIÓN

De conformidad con la certificación de fecha 30 de octubre de 1997, suscrita por el (…) Jefe de la División de Servicios Generales, encargado de las funciones de la Subdirección Administrativa del Instituto Nacional de Vías, el valor total de la capacitación  fue de:

Valor Total de la Capacitación:



$19’810.000,00

VALOR TOTAL PAGADO A LA SOCIEDAD CONTRATISTA 

De conformidad con la relación de pagos de fecha 5 de marzo de 1997, expedida por la Jefe de la División de Tesorería y la jefe de la División de Contabilidad del Instituto Nacional de Vías, a la sociedad contratista se le ha cancelado:

VALOR TOTAL PAGADO 




$25’886.000,00

Por actas



$ 11’886.000,00

Por anticipo



$ 14’000.000,00

ANTICIPO

Valor anticipo concedido
$ 14’000.000,00

Valor amortizado






$7’924.000,00

Saldo por amortizar





  6’076.000,00

BALANCE GENERAL DEL CONTRATO

Valor Total de la capacitación 
$ 19’810.000,oo

Valor Total pagado





$25’886.000,00

Saldo por amortizar





(6’076.000,00)
SUMAS IGUALES


$19’810.000,00
$19’810.000,00

SALDO TOTAL A FAVOR DEL INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS:

$ 6’076.000,00.

Hacer efectiva la garantía No. 9365715 expedida por Seguros del Estado S.A., por un valor de $ 14’000.000.00, que ampara el anticipo concedido.
7.8. El 1º de abril de 1998, a petición de la sociedad CEINFOS LTDA., se llevó a cabo ante la Procuraduría General de la Nación audiencia de conciliación prejudicial, en la cual las partes acordaron un aplazamiento, siendo reanudada el 22 del mismo mes y año, oportunidad en la cual el apoderado del Invías concluyó que no era posible conciliar, razón por la cual se ordenó entregar las diligencias al peticionario (f. 36, 37 y 62, c. 2).

7.9. Mediante resolución n.o 003671 del 10 de julio de 1998, el Instituto Nacional de Vías resolvió el recurso de reposición interpuesto por Seguros del Estado S.A., en contra de la resolución de liquidación unilateral n.o 000768 y la revocó, por estar viciado el acto administrativo de falta de competencia, en consideración a que la administración, para liquidar unilateralmente el contrato, tenía un término de 2 años contados a partir de su terminación –el mismo de caducidad de la acción-, la cual se había producido el 26 de febrero de 1994 y la resolución de liquidación unilateral era del 18 de febrero de 1998. Explicó la entidad, que como el artículo 81 de la Ley 80 de 1993 dispuso que a partir del 1º de enero de 1994 quedaba derogado el Decreto-Ley 222 de 1983, el contrato 639 de 1993 se había liquidado aplicando el nuevo estatuto general de contratación estatal, vigente al momento de la liquidación; y que 

(…) hecho un estudio de recientes providencias de honorable Consejo de Estado y a la luz del Artículo 136 del CCA, el máximo organismo ha reiterado ‘El término que tiene la administración para liquidar unilateralmente el contrato es el mismo que tiene el contratista para acudir al Juez Administrativo a solicitar que se efectúe tal liquidación, el cual según voces del Artículo 136 del CCA, norma que señala que la caducidad para la acción contractual es de dos años, contados a partir de la terminación del contrato (…). Prosigue el H.C. de Estado ‘debe quedar claro que transcurridos dos años desde la terminación del contrato, ni el contratista podrá exigir la liquidación y/o perjuicios, ni la administración efectuarla, pues en tal caso habrá caducado cualquier acción (o, mejor proceso), que las partes pudieran promover con fundamento en el contrato”. En consecuencia de lo anteriormente expuesto, es procedente revocar la Resolución impugnada, toda vez que existen razones jurídicas para ello”  (f. 9, c. 2). 

7.10. El 24 de noviembre de 1993, el ministro de Obras Públicas y Transporte, a nombre del Fondo Vial Nacional, celebró el contrato n.o 949 con la firma Ensistemas Ltda., cuyo objeto fue “capacitar a un grupo de funcionarios del Ministerio de Obras Públicas y Transporte mediante la realización de cursos de sistemas en los niveles I a IV según las necesidades presentadas por la entidad”, por un valor de $ 23 460 000 y plazo “(…) hasta el 31 de marzo de 1994”. (f. 72 a 84, c. 2).

7.11. Al contrato n.o 949 con la firma Ensistemas Ltda., se le efectuó el registro presupuestal n.o  955 del 29 de noviembre de 1993, del presupuesto del Fondo Vial Nacional, por valor de $ 23 460 000, con cargo a la siguiente imputación presupuestal: Programa 3801, subprograma 01, proyecto 15 (f. 77, c. 2). 
7.12. El 25 de febrero de 1994, el Instituto Nacional de Vías celebró el contrato n.o  022 con la firma Ensistemas Ltda., cuyo objeto fue la “prestación de servicios para capacitar en sistemas a un grupo de exservidores del Ministerio de Obras Públicas y Transporte y a funcionarios de la subdirección transitoria del Instituto Nacional de Vías”, por valor de $ 26 756 000 y con un plazo de 9 meses contados a partir de la orden de iniciación. El 11 de julio de 1994 se suscribió el contrato adicional 382, por medio del cual se prorrogó el plazo del contrato hasta el 24 de junio de 1995 y se adicionó su valor en 13 378 000  (f. 85 a 103, c. 2).

7.13. Al contrato n.o 022 con la firma Ensistemas Ltda., se le efectuó el registro presupuestal n.o  39 del 7 de marzo de 1994, del presupuesto del Instituto Nacional de Vías por valor de $ 26 756 000, con cargo a la siguiente imputación presupuestal: Programa 3105, subprograma 02, proyecto 001. Y al contrato adicional 382, se le hizo el registro presupuestal 457 del 21 de julio de 1994, por valor de $ 13 378 000, con cargo al programa 3105, subprograma 002, proyecto 001 el  (f. 96 y 99, c. 2).
III. El problema jurídico

8. Teniendo en cuenta los hechos probados, deberá la Sala establecer i) si la demanda fue presentada oportunamente; en caso afirmativo, ii) si el acto administrativo demandado es ilegal y si la entidad demandada incurrió en el incumplimiento contractual que la actora le imputa, por no haber ejecutado el valor total del contrato celebrado entre las partes. 

IV. Análisis de la Sala 

La caducidad de la acción

9. La parte demandada adujo que la demanda fue extemporánea, toda vez que se presentó en diciembre de 1998, pasados 5 años de terminado el contrato y más de 2 años de vencido el término legal para ejercer la acción contractual, por lo cual resulta necesario analizar este extremo. 

10. Al respecto, se observa que el contrato 639 fue celebrado el 27 de julio de 1993, es decir cuando estaba vigente el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo con las modificaciones introducidas por el artículo 23 del Decreto 2304 de 1989, el cual disponía que el término de caducidad de la acción contractual era de 2 años, contados a partir de la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que le sirvieran de fundamento.

11. Dicho contrato tenía una duración de 6 meses contados a partir de su perfeccionamiento, el cual se produjo el 26 de agosto de 1993 (ver párrafo 7.3), es decir que se terminó el 26 de enero de 1994, momento para el cual había entrado en vigencia la Ley 80 de 1993, en cuyo artículo 55 se consagró un término de 20 años para la prescripción de las acciones de responsabilidad contractual, contados a partir de la ocurrencia de las actuaciones y omisiones a que se refieren los artículos 50, 51, 52 y 53 de la misma ley
, norma en relación con la cual la jurisprudencia de la Sección estableció que en vista de su coexistencia con la norma procesal prevista en el artículo 136 del C.C.A., eran dos las reglas a aplicar para efectos de determinar el ejercicio oportuno de la acción de controversias contractuales
: “(i).- Para las controversias contractuales referidas a la responsabilidad patrimonial como el incumplimiento del contrato por las partes o la civil de los servidores públicos, el término de “prescripción de la acción” es de veinte (20) años (artículo 55) y, (ii).- Para las demás, vale decir, aquéllas controversias en las que se discuta la validez de actos jurídicos contractuales los cuales se presumen válidos (contrato, actos bilaterales, actos unilaterales de la administración y del particular) y de otras conductas jurídicas (hecho del príncipe) o no imputables a las partes cocontratantes (hechos imprevisibles), el término de caducidad es de dos años (art. 136 inc. 6o. C.C.A)”
. 

12. El anterior término de 20 años, fue modificado por la Ley 446 de 1998, que entró a regir el 7 de julio de este año, pues en su artículo 44, que modificó el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, se unificaron los términos, al establecer en el numeral 10 que en las acciones relativas a contratos, el término de caducidad sería de 2 años contados a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento, pero así mismo estableció unas reglas para la contabilización del término de caducidad, así:

g) En los contratos de ejecución instantánea, 2 años siguientes a cuando se cumplió o debió cumplirse el objeto del contrato.

h) En los que no requieran de liquidación, 2 años siguientes contados desde la terminación del contrato por cualquier causa.

i) En los que requieran liquidación y ésta se efectúe de común acuerdo por las partes, dos años contados desde la firma del acta.

j) En los que requieran liquidación y ésta sea efectuada unilateralmente por la administración, 2 años contados desde la ejecutoria del acto que la apruebe. Si no lo liquidare durante los 2 meses siguientes al vencimiento del plazo convenido por las partes o en su defecto el establecido por la ley, el interesado podrá acudir al juez para obtener la liquidación dentro de los 2 años siguientes al incumplimiento de la obligación de la entidad de liquidar.

k) La pretensión de nulidad absoluta del contrato, 2 años siguientes a su perfeccionamiento o si su término de vigencia es superior, el término de caducidad será igual a éste sin exceder de 5 años, contados a partir de su perfeccionamiento. 

l) La nulidad relativa del contrato, 2 años a partir de su perfeccionamiento.

13. En eventos como el presente, en el que se produjo un cambio de legislación en materia del término de caducidad de la acción contractual, la Sala ha manifestado que la norma aplicable al caso concreto, será aquella que se encuentre vigente en el momento en que “(…) se reúnan las condiciones, se configuren las circunstancias o exigencias o se hayan satisfecho los presupuestos requeridos en cada caso para solicitar de la jurisdicción un pronunciamiento acerca de las pretensiones correspondientes”
.
14. En el sub-lite, la demanda fue presentada el 18 de diciembre de 1998 en contra de la resolución n.o 768 del 18 de febrero de 1998, por medio de la cual se liquidó unilateralmente el contrato celebrado por las partes, es decir que se trató de la demanda de un acto administrativo contractual, respecto de los cuales la acción procedente es la relativa a controversias contractuales, tal y como lo ha reconocido la jurisprudencia de la Sección, al sostener que “(…) los actos que se producen “con motivo u ocasión de la actividad contractual”, son todos  aquellos que se expiden dentro de la operación contractual, vale decir, los que tienen relación directa con las  actividades que se cumplen desde la iniciación del proceso de selección del contratista hasta la terminación y liquidación del contrato, diferenciándose sí los de la etapa precontractual (separables o previos) de los contractuales propiamente dichos, susceptibles de impugnarse los primeros a través de las acciones previstas en los  arts. 84 y 85 del c.c.a y los segundos por la del art. 87”
.
15. De acuerdo con lo anterior, el término de caducidad de la acción aplicable en el sub-lite, era el existente en la fecha de expedición del acto administrativo demandado -18 de febrero de 1998-, es decir que lo era el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo en los términos en que fue modificado por el Decreto 2304 de 1989: 2 años, contados a partir de la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que le sirvieran de fundamento, o lo que es lo mismo, 2 años a partir de la expedición del acto de liquidación unilateral impugnado, lo que significa que al haber sido presentada la demanda el 18 de diciembre de 1998, resulta evidente su oportunidad.

El acto administrativo de liquidación unilateral
16. Observa la Sala que el demandante pidió en sus pretensiones la declaratoria de nulidad del acto administrativo de liquidación unilateral del contrato n.o 639 del 27 de julio de 1993, contenido en la resolución n.o 000768 del 18 de febrero de 1998 del Instituto Nacional de Vías, decisión administrativa que fue revocada por la entidad estatal que la profirió, mediante resolución n.o 003671 del 10 de julio de 1998, con lo cual se tornó ineficaz por cuanto desapareció del ámbito jurídico y por lo tanto, dejó de producir efectos.

17. No obstante, ha sido constante la jurisprudencia de la Corporación en el sentido de que la revocatoria de los actos administrativos si bien los torna ineficaces, no afecta la presunción de validez de la que están investidos y por lo tanto, resulta posible su impugnación judicial con fundamento en alguna de las causales de nulidad de los actos administrativos contempladas en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, para que a través del proceso respectivo se establezca la legalidad o ilegalidad de la decisión administrativa, lo que resulta relevante de cara a los efectos que hubiere podido producir tal acto administrativo mientras estuvo vigente, antes de su revocatoria o derogación. 

18. Desde este punto de vista, resultaría entonces procedente el análisis de los cargos que se hubieren efectuado en contra del acto administrativo de liquidación unilateral proferido por la entidad demandada así ella lo haya revocado con posterioridad; no obstante, observa la Sala que, en la demanda, no se aducen ni se sustentan cargos concretos de ilegalidad en contra de la resolución de liquidación del contrato administrativo celebrado por las partes en 1993, puesto que no se plantea expresamente alguna de las causales de nulidad de los actos administrativos: falta de competencia, desviación de poder, falsa motivación, desconocimiento del derecho de audiencia y de defensa, desconocimiento de la regla de derecho de fondo o vicios de forma (art. 84, CCA). El demandante se limita a afirmar que, sin haberse ejecutado la totalidad del contrato de prestación de servicios por razones imputables a la misma entidad, ésta procedió a terminarlo y a liquidarlo unilateralmente, es decir que la ilegalidad de la liquidación unilateral, la funda la demanda en el incumplimiento contractual que le atribuye a la entidad contratante, el cual consistió, a su juicio, en la imposibilidad en que puso al contratista de ejecutar la totalidad del contrato y por lo tanto de obtener el pago del 100% del valor pactado, ocasionándole otros perjuicios, consistentes en los gastos por la disponibilidad que mantuvo para la prestación del servicio de capacitación de los funcionarios de la entidad demandada, quien se abstuvo de enviarlos a las instalaciones de la sociedad actora y procedió a contratar el mismo servicio de capacitación con otra persona, perjuicios que, por supuesto, no quedaron incluidos en la liquidación efectuada por la administración, la cual arrojó, al contrario, un saldo a cargo del contratista por concepto de la parte del anticipo que no amortizó.

19. De acuerdo con lo anterior, resulta necesario establecer si efectivamente la entidad estatal demandada incumplió el contrato de prestación de servicios celebrado con la sociedad actora, para concluir si, como ésta lo afirma, la liquidación unilateral resultó ilegal por no corresponder a la realidad de la relación contractual que se estaba finiquitando por este medio, lo que equivaldría a afirmar la existencia de una falsa motivación del acto.

El contrato de prestación de servicios

20. El contrato sobre el cual versa la presente litis, fue celebrado por el Fondo Vial Nacional, como ya se indicó, el 27 de julio de 1993, época para la cual se hallaba vigente el Decreto-Ley 222 de 1983, estatuto de contratación de la administración pública en cuyo artículo 1º se consagró el campo de aplicación de sus normas, estableciendo que los contratos previstos en dicho decreto que celebraren la Nación (ministerios y departamentos administrativos) y los establecimientos públicos, se someterían a las reglas contenidas en el referido estatuto.

21. El Fondo Vial Nacional fue creado por la Ley 64 de 1967, como una entidad con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, naturaleza que fue reiterada por el Decreto Reglamentario 2862 de 20 de noviembre de 1968; su  dirección, administración y representación estaba a cargo del Ministerio de Obras Públicas y Transporte y sus funcionarios y empleados eran los mismos que los de este ministerio (artículo 8°, Ley 64 de 1967 y 3° del Decreto 2862 de 1968). Posteriormente, la Ley 30 de 1982 en su artículo 4º, dispuso que “El Ministerio de Obras Públicas, a través de sus dependencias, tendrá la administración del Fondo Vial Nacional; el Ministro de Obras Públicas será su representante legal y el tesorero del Ministerio será el tesorero del Fondo
”.
22. Es claro entonces, que en razón de su naturaleza jurídica y tratándose de una entidad estatal del orden nacional, el Fondo Vial Nacional se hallaba sujeto a las normas de contratación del Decreto-Ley 222 de 1983, el cual en su artículo 16 clasificó los contratos de las entidades públicas en administrativos y de derecho privado de la administración y entre los primeros, incluyó el contrato de prestación de servicios, el cual reguló en el capítulo XI, definiéndolo en su artículo 163 como “(…) el celebrado con personas naturales o jurídicas para desarrollar actividades relacionadas con la atención de los negocios o el cumplimiento de las funciones que se hallen a cargo de la entidad contratante, cuando las mismas no puedan cumplirse con personal de planta (…)”. 

23. A su vez, el artículo 164 enunció como contratos de prestación de servicios, entre otros, “(…) los de asesoría de cualquier clase, representación judicial, rendición de conceptos, servicios de salud distintos de los que celebren las entidades de previsión social, edición, publicidad, sistemas de información y servicios de procesamiento de datos, agenciamiento de aduanas, vigilancia, aseo, mantenimiento y reparación de maquinaria, equipos, instalaciones y similares”, enunciación que tal y como se desprende del tenor literal de la norma, no es taxativa y da lugar a tipificar otras modalidades de servicios, como es la correspondiente al negocio jurídico celebrado por las partes en el sub-lite, en el cual se contrató el servicio de capacitación de funcionarios de la entidad contratante.
24. El capítulo XI del Decreto-Ley 222, también estableció la prohibición de celebrar contratos de prestación de servicios para el ejercicio de funciones administrativas (art. 163)
, la posibilidad de celebrar contratos de prestación de servicios de carácter técnico o científico hasta por 5 años (art. 165) y contratos de asistencia técnica con gobiernos extranjeros o entidades públicas internacionales (art. 166), la forma de remuneración de las personas naturales con quienes se celebren contratos de prestación de servicios (167) y la inexistencia de esta clase de contrato cuando lo que exista sea un contrato de trabajo (art. 168). 

25. El artículo 60 del mencionado estatuto, consagró las cláusulas que forzosamente debían contener los contratos administrativos: caducidad administrativa, sujeción de la cuantía y pagos a las apropiaciones presupuestales, garantías, multas, penal pecuniaria, renuncia a reclamación diplomática cuando a ello hubiere lugar y la facultad de interpretación, modificación y terminación unilateral del contrato a favor de la entidad contratante, pero también dispuso que, salvo disposición en contrario, en todo contrato se estipularían las cláusulas propias o usuales conforme a su naturaleza. 

26. Es decir que el régimen legal al cual se encuentran sometidos los contratos administrativos, implica que a los mismos les son aplicables las normas del derecho común en relación con aquellos aspectos que no han sido expresamente regulados por el estatuto de contratación estatal y en su conformación, siguen los lineamientos generales de todo contrato, en cuanto acuerdo de voluntades generador de obligaciones, que requiere para su validez la reunión de los requisitos de todo acto jurídico: capacidad, consentimiento, objeto y causa lícitos (art. 1502, C.C.C., norma que de acuerdo con lo establecido expresamente por el artículo 15 del Decreto-Ley 222 de 1983, es aplicable a los contratos regidos por dicho estatuto
).

27. El Decreto 222 establecía la inclusión de las cláusulas propias de la clase de contrato de que se tratare, es decir que remitía a las normas de derecho privado en la materia; sin embargo, se observa que el de prestación de servicios no es un contrato típico regulado con ese nombre en las normas de derecho privado, en las cuales, sin embargo, sí se halla su origen, tanto en las disposiciones del Código Civil como en las del Código de Comercio
, pues como lo ha dicho la doctrina
, el contrato de prestación de servicios “(…) constituye una forma de vinculación de particulares a entidades del Estado para desarrollar actividades relacionadas con la administración y funcionamiento de la entidad. Es este el elemento configurativo de este contrato que se parece a otras modalidades prescritas por el derecho positivo como son el llamado arrendamiento de servicios o el suministro de servicios”, diferenciándose de éstos en que el objeto de aquellos regulados por las normas de derecho público –Decreto 222, Ley 80 de 1993-, “(…) tiene una relación evidente con el ejercicio de una función administrativa que debe ser cumplida por algún servidor, como sería la defensa de un proceso jurisdiccional cuantioso a cargo de un abogado especializado en una determinada rama del derecho, o con el funcionamiento de la entidad, como por ejemplo las actividades de vigilancia, aseo, mantenimiento de equipos, etc”.   
28. El artículo 1973 del Código Civil consagra el contrato de arrendamiento de servicios
, al disponer: “El arrendamiento es un contrato en que las dos partes se obligan recíprocamente, la una a conceder el goce de una cosa, o a ejecutar una obra o a prestar un servicio, y la otra a pagar por este goce, obra o servicio un precio determinado”. 
29. El Código de Comercio, por su parte, en el artículo 968, define el contrato de suministro como aquel “(…) por el cual una parte se obliga, a cambio de una contraprestación, a cumplir en favor de otra, en forma independiente, prestaciones periódicas o continuadas de cosas o servicios”. Y en relación con la cuantía del suministro, el artículo 969  establece que si las partes no la hubieren fijado en cantidad determinada o señalado las bases para determinarla, se aplicarán las siguientes reglas:

29.1. Si las partes han fijado un límite máximo y uno mínimo para el total del suministro o para cada prestación, corresponderá al consumidor determinar, dentro de tales límites, la cuantía del suministro;

29.2. Si las partes han fijado solamente un límite máximo corresponderá al consumidor determinar la cuantía, sin exceder dicho máximo;
29.3. Si las partes se remiten a la capacidad de consumo o a las necesidades ordinarias y señalan un mínimo, el consumidor podrá exigir las cantidades que su capacidad de consumo u ordinarias necesidades le impongan pero estará obligado a recibir el mínimo fijado. Por su parte el proveedor deberá prestar dichas cantidades o el mínimo, según el caso, y 
29.4. Cuando la cuantía del suministro no haya sido determinada, se entenderá que las partes han pactado aquella que corresponda al ordinario consumo o a las normales necesidades del consumidor, salvo la existencia de costumbre en contrario, estableciendo la norma que la capacidad o necesidad ordinarias de consumo serán las existentes en el momento de efectuarse el pedido.
30. En cuanto a la determinación del precio del suministro, el inciso 2º del artículo 970 ibídem establece que si las partes señalan precio para una prestación, se presumirá que convienen igual precio para las demás de la misma especie.

31. De acuerdo con las anteriores normas, se observa que en materia civil y comercial, la prestación de servicios implica que las partes acuerden, de un lado, la cantidad y periodicidad de las prestaciones a cargo del contratista, pudiendo dejarla a la decisión de una de ellas, y de otro lado, deben acordar el monto de la obligación de pago a cargo del contratante, que puede corresponder a un valor unitario por cada prestación realizada.  

32. En el contrato celebrado por las partes en el sub-lite, ellas acordaron que el contratista prestaría sus servicios de capacitación a los funcionarios de la entidad contratante, según las necesidades de ésta y así mismo, se pactó un precio unitario por prestación: $ 70.000 por cada funcionario y curso dictados.
33. Ahora bien, como todo contrato, los que celebra la administración, también están conformados por diversas clases de elementos: esenciales, de su naturaleza y accidentales, cuya presencia o ausencia en el respectivo negocio jurídico reporta diferentes consecuencias, teniendo en cuenta en todo caso que la ley exige una solemnidad para su existencia, formalidad ad substantiam actus, consistente en que deben constar por escrito (arts. 26 y 156 del Decreto-Ley 222 de 1983 y arts. 39 y 41 de la Ley 80 de 1993). Al respecto, el artículo 1501 del Código Civil, dispone:

ART. 1501.Se distinguen en cada contrato las cosas que son de su esencia, las que son de su naturaleza, y las puramente accidentales. Son de la esencia de un contrato aquellas cosas, sin las cuales, o no produce efecto alguno, o degeneran en otro contrato diferente; son de la naturaleza de un contrato las que no siendo esenciales en él, se entienden pertenecerle, sin necesidad de una cláusula especial; y son accidentales a un contrato aquellas que ni esencial ni naturalmente le pertenecen, y que se le agregan por medio de cláusulas especiales.
34. En contratos como el que es objeto de la presente litis, el precio es un elemento esencial, en la medida en que representa la contraprestación que asume a su cargo la administración por la adquisición de bienes, obras o servicios suministrados por los particulares que actúan como sus colaboradores en la consecución de los fines propios de la contratación administrativa, pues los contratos que celebran las entidades estatales son a título oneroso y no gratuitos, en ellos no opera un animus donandi de parte de los contratistas, para quienes el móvil por el cual se obligan está constituido precisamente, por la obtención de una justa remuneración, de un lucro lícito, a partir de la ejecución de las prestaciones a su cargo que beneficiarán a la entidad contratante. En palabras de la jurisprudencia:

(…) con el contrato se pretende la realización de un fin de interés general, pues es un medio que utiliza la administración pública para la consecución de los objetivos Estatales, el desarrollo de sus funciones y la misión que le ha sido confiada, con la colaboración o contribución de los particulares contratistas, los cuales concurren a su formación persiguiendo un interés particular, que consiste en un provecho económico o lucro que los mueve a contratar y que se traduce en un derecho a una remuneración previamente estipulada, razonable, proporcional y justa, como retribución por el cumplimiento del objeto contractual.  

Es, entonces, la razonable contraprestación económica la que permite que exista un adecuado balance entre el interés público que anima al Estado a contratar y el interés individual que estimula a los particulares colaboradores a obligarse a suministrar los bienes y servicios objeto del contrato para contribuir con el cumplimiento de los fines de la contratación, el cual debe ser calculado y previsto al tiempo de proponer y contraer el vínculo contractual
.
35. Además del precio, otro elemento esencial en el contrato de prestación de servicios
, es la ejecución de determinadas labores –intelectuales o materiales- por parte del contratista –persona natural o jurídica- a favor de la entidad contratante. Sin dicha actividad a cargo del contratista y el respectivo pago de un precio como contraprestación, degeneraría el contrato en cualquier otra clase de negocio jurídico y dejaría de ser un contrato de prestación de servicios. “Se trata pues, de contratos en los cuales el contratista se compromete a poner su fuerza de trabajo al servicio de la entidad contratante para la realización de una actividad específica relacionada con el cumplimiento de las funciones a cargo de aquella, obviamente a cambio de un pago, puesto que se trata de un contrato oneroso; es decir que la remuneración del contratista es un elemento esencial del contrato de prestación de servicios, puesto que sin ella, degeneraría en otra clase de contrato”
.
36. Sobre el mismo, ha dicho la Sala que “(…) se trata de un contrato que se ha caracterizado por tener un objeto amplio que en la praxis hace difícil su concreción y que lo acerca a otras tipologías contractuales, a relaciones jurídico-laborales e incluso al ejercicio mismo de funciones administrativas
”
. 
37. En el sub-lite, el objeto del contrato celebrado por las partes consistió en el servicio de capacitación que se comprometió a brindar el contratista a funcionarios del Ministerio de Obras Públicas y Transporte y la parte actora sostuvo que la entidad demandada lo incumplió, por cuanto no le permitió ejecutar la totalidad de las prestaciones a su cargo, al impedir que dictara los cursos de capacitación hasta por el valor total pactado y en consecuencia, no le canceló ese monto al que tenía derecho. La Sala no comparte tal afirmación, puesto que del análisis en conjunto de las cláusulas del contrato celebrado por las partes, se desprende que los términos de ejecución de las obligaciones eran otros, como pasa a explicarse.

38. En relación con la interpretación del contrato, el Código Civil contiene las reglas generales para efectuarla –Título XIII-. En su artículo 1618, establece como criterio subjetivo, que conocida claramente la intención de los contratantes, debe estarse a ella más que a lo literal de las palabras, disposición en relación con la cual puede entenderse que si el texto del contrato está formado por expresiones claras, nítidas, precisas y sin asomo de ambigüedad, ellas reflejarán dicha voluntad de las partes y no habría necesidad de efectuar indagaciones en relación con la misma, según el brocardo “in claris non fit interpretatio”, pues éste, como lo ha sostenido la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, “(…) a no dudarlo es un presupuesto de secular aceptación del cual ha de partirse…, dado que ‘cuando el pensamiento y el querer de quienes concertaron un pacto jurídico quedan escritos en cláusulas claras, precisas y sin asomo de ambigüedad, tiene que presumirse que estas estipulaciones así concebidas son el fiel reflejo de la voluntad interna de aquellos y que, por lo mismo, se torna inocuo cualquier intento de interpretación’ (Sentencia del 5 de julio de 1983)”
, aparte de que resulta imposible indagar fielmente en el fuero interno de las personas, como averiguación pura y exclusivamente psicológica para establecer cuál fue su real voluntad y por este medio, la común intención al obligarse y por ello, el legislador consagró también criterios objetivos de interpretación, en consideración a que “(…) resulta claro que, agotadas las posibilidades de hallar la referida común intención, deberá acudir a otros elementos externos, en orden a establecer el contenido negocial y, por ende, el alcance individual de los derechos y obligaciones nacientes del acuerdo de voluntades. En caso contrario, lisa y llanamente, el contrato se quedaría sin interpretación posible (…)” 
.
39. Pueden darse casos en los que a pesar de la redacción aparentemente clara del contrato, las partes le den una lectura diferente a alguna o algunas de sus estipulaciones, tal y como se advierte en el presente caso, en donde la controversia se suscita precisamente en torno a lo que contratante y contratista entienden pactado en el contrato de prestación de servicios, en relación con su valor, su forma de pago y la extensión de las prestaciones a cargo del contratista, es decir que surge una discordancia en cuanto a la interpretación de varias de sus cláusulas, relacionadas precisamente con la voluntad de las partes al contratar. 

40. Al respecto, se observa que el Código Civil contiene otras reglas de interpretación contractual, de conformidad con las cuales: i) por generales que sean los términos de un contrato, sólo se aplican a la materia sobre la que se hubiere contratado (art. 1619); ii) se debe preferir el sentido  en que una cláusula puede producir algún efecto, a aquel en que no sea capaz de producir efecto alguno (art. 1620); iii) cuando no aparezca voluntad contraria, debe estarse a la interpretación que mejor se avenga con la naturaleza del contrato y las cláusulas de uso común se presumen, aunque no se expresen (art. 1621); iv) las cláusulas de un contrato se interpretarán unas por otras, en forma armónica e integral, es decir dándole a cada una el sentido que mejor convenga al contrato en su totalidad y podrán interpretarse por las de otro contrato celebrado entre las mismas partes y sobre la misma materia o por la aplicación práctica que hayan hecho de ellas ambas partes, o una de ellas con la aprobación de la otra (art. 1622); v) un caso expresado en el contrato para explicar una obligación, no implica restricción de la convención a este sólo (art. 1623); vi) si no se puede aplicar ninguna de las anteriores reglas de interpretación, se interpretarán las cláusulas ambiguas a favor del deudor, aunque si han sido extendidas o dictadas por una de las partes, acreedora o deudora, se interpretarán en contra de ella, siempre que la ambigüedad provenga de la falta de una explicación que haya debido darse por ella (art. 1624). En relación con la interpretación del contrato, ha dicho la Sala
:

El principio de la autonomía contractual, reconocido en el artículo 1602 del Código Civil colombiano –“[T]odo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales”–, impone al juez la interpretación del contrato o de la declaración conjunta posterior, de acuerdo con la común intención de las partes exteriorizada, la cual corresponderá, por encima del sentido estrictamente gramatical de la expresión, a la voluntad común y originaria que acompañó a los contratantes, tal y como lo ordena el artículo 1618 del Código Civil colombiano –“[C]onocida claramente la intención de los contratantes, debe estarse a ella más a que lo literal de las palabras”– y como lo ha manifestado ampliamente la jurisprudencia de la Sección
. En tal sentido, el contenido de los artículos 1602 y 1618 del Código Civil colombiano representa el principio y fin de la institución contractual, en atención a que la autonomía de la voluntad, en condición de fuente de derechos y obligaciones, se objetiva en el contrato y cobra desarrollo pleno cuando es interpretada y se le asignan efectos conforme a la intención común de los contratantes.

12.2. Este principio de la interpretación de los contratos pertenece a una larga tradición jurídica que inicia en Roma
, tiene un punto importante en la formulación que se hace bajo la racionalización jurídica de Domat
 y, años más adelante, de Pothier
, para finalmente incorporarse dentro de la normatividad en los códigos civiles expedidos en Europa
 y en América Latina
 durante los siglos XIX y XX. En esta breve evolución se evidencia un rasgo común, completamente vigente en Colombia, que consiste en privilegiar la intención demostrable de los contratantes y, en tal sentido, el intérprete judicial debe profundizar en la búsqueda de ese entendimiento común, prístino, originario y auténtico que acompañó a las partes al momento de la emisión de la declaración conjunta, para lo cual resulta necesario atender a la interpretación del conjunto de los elementos de cognición textuales –palabras, oraciones, cláusulas, documentos adicionales, anexos, acuerdos, etc.– y extra textuales –principalmente el comportamiento de los contratantes–.

(…) para la Sala es claro que una interpretación que pretende encontrar la común intención de los contratantes debe apreciar con detenimiento, de manera sistemática y coherente, todas las palabras que conforman una cláusula y todas las cláusulas que conforman un contrato para obtener el significado jurídicamente relevante, de acuerdo con lo prescrito por el criterio correspondiente, comprendido en el inciso primero del artículo 1622 del Código Civil –“[L]as cláusulas de un contrato se interpretarán unas por otras, dándosele a cada una el sentido que mejor convenga al contrato en su totalidad”–, el cual fue explicado por la jurisprudencia de la Sala en los siguientes términos:

Este criterio interpretativo pone de presente la correlación que existe entre las partes constitutivas del discurso, como de cada manifestación del pensamiento, y su referencia común al todo del que hacen parte: correlación y referencia que hacen posible la iluminación recíproca del significado entre el todo y los elementos constitutivos. Constituye un principio evidente de técnica de interpretación textual, que al dirigirse a aclarar el sentido de una declaración de índole jurídica, ordena que el significado de las declaraciones no puede ser segmentado, sino que debe ser atribuido al conjunto de la intención del declarante; es decir, que en presencia de una o varias cláusulas, dentro de un contrato; o de uno o varios artículos, dentro de una ley; o de una o varias leyes dentro del ordenamiento jurídico; o de una o varias declaraciones, dentro de una propuesta para una licitación pública, se debe considerar que hacen parte de un todo, y es por medio de la luz de cuanto emerge del conjunto de la declaración entera, que se determina el sentido jurídico propio del objeto interpretado
.
41. Teniendo en cuenta estas reglas de interpretación, resulta claro que las estipulaciones contractuales deben analizarse en conjunto con las otras, de tal manera que haya congruencia entre ellas, que se ajusten a la naturaleza y a los fines del acuerdo y concurran a satisfacer la común intención de las partes; es decir que la interpretación de una cláusula contractual no debe efectuarse en forma aislada y autónoma, desligada del conjunto en general del contrato, sino todo lo contrario: debe hacerse el estudio armónico de todas las estipulaciones, para deducir su contenido real. No obstante, en dicha labor de interpretación también se deberán tener en consideración las disposiciones legales imperativas que fueren aplicables al contrato, en tanto por expresa disposición legal “No podrán derogarse por convenios particulares las leyes en cuya observancia están interesados el orden y las buenas costumbres” (art. 16, Código Civil), y las de naturaleza supletiva que no hubieren sido sustituidas por la voluntad de las partes. 
42. En el presente caso, se observa que el objeto del contrato de prestación de servicios celebrado por las partes era la capacitación en sistemas, de un grupo de funcionarios del Ministerio de Obras Públicas y Transporte, sin que se hubiere establecido un número determinado de personas a capacitar o una cierta cantidad de cursos a dictar; por el contrario, en la misma cláusula contractual sí se advirtió expresamente que la capacitación se efectuaría mediante la realización de cursos según las necesidades presentadas por la entidad y se estipuló en concreto que ello se haría “a razón de $ 70.000,oo por curso y por persona”, según la cotización del contratista, pactándose dentro de las obligaciones de éste, contenidas en la cláusula sexta, que desarrollaría los cursos también “(…) con base en las necesidades del Ministerio de Obras Públicas y Transporte (…)”. 

43. Consecuente con la anterior estipulación, en la forma de pago del contrato (cláusula quinta) se estableció que la entidad cancelaría al contratista el valor del contrato “(…) previa presentación de las cuentas de cobro por curso terminado, acompañadas del certificado de asistencia de los funcionarios y certificado de aptitud y evaluación del desempeño obtenido por cada funcionario en cada uno de los niveles”, lo que sin duda implicaba que sólo en la medida en que acreditara la efectiva ejecución de la capacitación, tendría derecho al correspondiente pago, en relación con el cual, si bien se pactó y se entregó un anticipo al contratista equivalente al 40% del valor total del contrato, también se acordó su amortización, lo que significa que para justificar la retención de la suma de dinero entregada como anticipo y conservarla a título de pago, el contratista debía dictar cursos por valor al menos equivalente a la suma entregada por este concepto.
44. Finalmente, se observa que el término de ejecución del contrato fue de 6 meses, plazo dentro del cual debían ejecutarse las prestaciones, es decir que dentro de ese lapso debían dictarse los cursos de capacitación en sistemas, según la solicitud de la entidad contratante y a los precios pactados en el contrato. En relación con este punto, tal y como lo ha dicho la doctrina:

Cuando un contrato se formaliza por un plazo determinado, cumplido el contrato dentro de aquél, concluye normalmente por cesación de sus efectos.

En este caso adquiere relevancia, por encima del objeto del contrato, el plazo o término del mismo, pues la Administración Pública desea asegurarse durante ese lapso la prestación de un servicio o la provisión de un suministro.

Cumplido el término o transcurrido el plazo previsto, el contrato expira, porque así lo ha determinado la voluntad de los contratantes
.

45. De acuerdo con las estipulaciones del contrato, se advierte que las partes acordaron que sería la entidad la parte encargada de establecer las necesidades de capacitación, determinando el envío de los funcionarios que tomarían los cursos que dictaría el contratista y por los cuales pagaría el valor resultante de multiplicar el número de funcionarios capacitados, por el valor unitario de la capacitación y durante el término de duración del negocio jurídico. 

46. Para la Sala, estas estipulaciones son claras, y corresponden a la forma contemplada en la ley –Código de Comercio- para efectos de establecer la cuantía del suministro de servicios –es decir, cuántas prestaciones debía ejecutar el contratista a favor de la administración-, pues si bien en el contrato no se dijo cuántos cursos debían dictarse ni a cuántos funcionarios debía capacitarse, sí se dieron pautas para determinarla y para establecer, así mismo, el valor final del contrato, es decir, de la contraprestación a favor del contratista; tales pautas son: i) una cantidad de dinero  máxima que no podía sobrepasarse, consistente en el valor total del contrato; ii) la determinación por parte de la entidad contratante de las necesidades de capacitación, dentro de tal límite económico; iii) el término de ejecución del contrato, dentro del cual debía darse la capacitación y iv) la correspondencia existente entre el precio y la forma de pago acordados en el contrato y lo que la normatividad relacionada establece para el contrato de suministro de servicios, toda vez que si las partes señalaron el precio para una prestación, se presume que convienen igual precio para las demás de la misma especie y en el presente caso, las partes acordaron el precio unitario de la capacitación, lo que permite establecer el valor total a favor del contratista, mediante el cómputo de ese valor unitario por el número de funcionarios capacitados. 

47. La Sala considera que la anterior interpretación del negocio jurídico celebrado entre las partes, contrario a lo considerado por la apelante, no varía por el hecho de que en la cláusula segunda del contrato, se hubiere estipulado que el valor del mismo era de $35 000 000,oo, pues se trata apenas de una cláusula dentro de un conjunto normativo pactado por las partes, el cual, se reitera, debe mirarse de manera integral y concatenada para deducir su real contenido obligacional. 

48. En relación con esta cláusula del valor del contrato, el apelante adujo que era irrelevante la expresión “para efectos legales y fiscales” que contiene la misma, porque lo cierto, a su juicio, es que ese valor fue el que se tuvo en cuenta para la entrega del anticipo y para la constitución de las garantías, es decir que ese era el monto real del contrato al que tenía derecho el contratista y que no le fue cancelado por circunstancias imputables a la entidad contratante, que no permitió que ejecutara la totalidad de las prestaciones a su cargo.

49. No obstante, como ya se dijo, la interpretación armónica e integral de todas las cláusulas del contrato permite concluir que el mismo se ejecutó en los términos estipulados por las partes, pues los cursos de capacitación fueron dictados según las necesidades de la entidad contratante, quien dispuso el envío de los funcionarios que consideró necesario capacitar durante el término de ejecución acordado y le canceló al contratista el valor correspondiente, con base en el precio unitario también establecido en el negocio jurídico.

50. Lo anterior no lo cambia el hecho de que en una cláusula del contrato, se hubiera consignado un determinado valor, pues cuando un negocio jurídico se celebra por una determinada cantidad de dinero, ello no significa que necesariamente esa y no otra será la contraprestación del contratista, ya que el resultado económico final de muchos contratos -como el de obra, suministro, etc.-, puede ser por un monto superior o por un monto inferior al valor nominal pactado, dependiendo de la ejecución contractual.

51. Ese valor final del contrato, puede variar por diversas circunstancias, por ejemplo cuando se pactan precios unitarios y se establece que el valor final del contrato será el resultado de multiplicar éstos por la cantidad de ítems o prestaciones ejecutadas, o cuando se realizan reajustes de los precios pactados, o cuando se toman medidas para restablecer el equilibrio económico del contrato que se ha visto afectado por circunstancias ajenas a la voluntad de la parte afectada, o cuando la entidad ejerce su facultad excepcional de modificación unilateral del contrato y de la misma se deriva un aumento o una disminución de las prestaciones a ejecutar y por lo tanto, del valor del contrato, etc., es decir que, por múltiples motivos, la suma que se consignó al suscribir el negocio jurídico, puede no ser la que efectivamente corresponda a la contraprestación a favor del contratista. 

52. Por ello, el valor que se le da al contrato ab-initio se consigna, como lo dice la cláusula, para efectos legales y fiscales. En cuanto a los efectos legales de dicha estipulación, se observa que las mismas normas de contratación de la administración consagran requisitos de perfeccionamiento y ejecución del contrato, cuyo cumplimiento se encuentra ligado a su monto o valor, por estar dispuestos en razón del mismo, tales como la constitución y aprobación de las garantías
, el registro presupuestal, la publicación del contrato, el pago del impuesto de timbre, etc. -que para el presente caso se encuentran en los artículos 46 y siguientes del Decreto-Ley 222 de 1983-. 

53. En cuanto a los efectos fiscales del contrato, se observa que el registro presupuestal -que a la luz de lo dispuesto por el artículo 51 del Decreto-Ley 222 de 1983, también era requisito de perfeccionamiento del contrato en aquellos casos en los que no se requería de la constitución de garantía de cumplimiento-, como lo ha dicho la Sala, “(…) consiste en la certificación de apropiación de presupuesto con destino al cumplimiento de las obligaciones pecuniarias del contrato; es un instrumento a través del cual se busca prevenir erogaciones que superen el monto autorizado en el correspondiente presupuesto, con el objeto de evitar que los recursos destinados a la financiación de un determinado compromiso se desvíen a otro fin”
, es decir que se trata de una actuación que consiste en  la afectación directa y concreta del presupuesto de la entidad estatal con una cierta y determinada obligación, en tal forma que el monto por el cual se efectúa sólo puede ser destinado al cumplimiento de la misma y no se puede destinar para otros asuntos; es la forma como se garantiza entonces, la existencia de fondos para el pago de ese compromiso en particular, por parte de la administración. En consecuencia, la partida que está contenida en un determinado registro presupuestal, queda afecta a esa obligación en concreto, hasta que la misma sea cumplida por la entidad, en la forma en que corresponda hacerlo. 

54. El Decreto-Ley 222 de 1983, estableció en relación con el registro presupuestal: 

Artículo 46° Del registro presupuestal.- Los contratos a que se refiere el presente estatuto estarán sujetos al respectivo registro presupuestal, operación que se cumplirá una vez suscrito el contrato por las divisiones y secciones delegadas de la Dirección General de Presupuesto, o por los funcionarios encargados de la ejecución presupuestal, según el caso, para lo cual se deberán verificar exclusivamente:

1. Que en el presupuesto de apropiaciones del año fiscal correspondiente existen partidas a las cuales se pueda imputar el gasto que se proyecte realizar dentro de esa vigencia. Las partidas que deben cubrirse con fondos provenientes de empréstitos, sólo podrán afectarse cuando el contrato de crédito estuviera perfeccionado y sus recursos disponibles. 
2. Que las partidas presupuestales con las cuales debe cubrirse el valor del contrato, en la respectiva vigencia fiscal, estén libres de compromisos en cuantía suficiente para atender la obligación originada en el contrato proyectado. Hecho el registro, las partidas presupuestales correspondientes sólo pueden destinarse al cumplimiento del contrato para el cual se afectaron, a menos que las mismas queden libres de los compromisos en él originados. 

55. De acuerdo con lo anterior, la existencia del registro presupuestal garantiza la existencia de recursos para pagar el contrato, pero ello no puede entenderse como la obligación absoluta de la entidad de cancelar a favor del contratista el monto total contenido en el respectivo registro, pues ello depende de las condiciones de la contratación, los derechos y obligaciones contenidos en el negocio jurídico, el cumplimiento o incumplimiento del contratista, el grado de ejecución de las prestaciones a su cargo, etc.

56. En el presente caso se advierte que el apelante insistió en que la administración incumplió el contrato celebrado con CEINFOS LTDA., al no dejarla ejecutar prestaciones por el monto total del contrato de capacitación celebrado por las partes y que ello se vio reflejado en el hecho de que el Fondo Vial Nacional –o Instituto Nacional de Vías- celebró contratos con otras personas utilizando la disponibilidad presupuestal existente para el contrato de CEINFOS LTDA.

57. Al respecto, debe tenerse en cuenta ante todo que disponibilidad presupuestal y registro presupuestal no son lo mismo, pues la primera consiste apenas en una certificación que expide el respectivo funcionario de la entidad, sobre la existencia de recursos suficientes en un determinado rubro –de funcionamiento, de inversión, etc., y sus sub-clasificaciones- del presupuesto anual de la entidad, que pueden ser comprometidos y utilizados para una futura contratación. Es decir, que se cuenta con dineros disponibles para destinarlos a la celebración de un contrato. Es por ello que, en virtud del principio de economía que debe regir en la contratación estatal, del cual el deber de planeación constituye una manifestación, resulta requisito indispensable para la apertura de procesos de selección de contratistas, contar con tal certificado de disponibilidad presupuestal
, que garantice la seriedad de la administración en su intención de contratar, al demostrar que cuenta con los recursos necesarios para comprometerse a través del contrato que pretende adjudicar.

58. En cambio, como ya se explicó, el registro presupuestal sí representa una afectación concreta del presupuesto con una obligación adquirida por la administración, recae sobre un contrato existente, ya celebrado e implica la destinación de una determinada suma de dinero para el pago exclusivo de las obligaciones derivadas de ese negocio jurídico, en los términos en que se hubiere pactado en el mismo. En el presente caso, se probó que efectivamente la entidad celebró otros contratos de prestación de servicios con personas diferentes a la sociedad demandante y con objeto similar; sin embargo también se acreditó que cada uno de ellos contó con su respectivo registro presupuestal (ver párrafos 7.9 a 7.12), diferente al que se efectuó para el contrato n.o 639 de 1993, lo que significa que la entidad contaba con recursos suficientes en el rubro presupuestal respectivo para comprometer con contratos de esta naturaleza, sin que ello implique que hubiera incumplido el celebrado con la sociedad demandante.

59. Ahora bien, debe la Sala reiterar que el hecho de que el registro presupuestal del contrato de prestación de servicios celebrado con la firma demandante CEINFOS LTDA., se hubiera hecho por el valor estipulado en el mismo, que fue de $ 35 000 000, no significa de ninguna manera que la entidad estuviera obligada a pagar esta suma de dinero, sino que ese era el monto máximo que se podía ejecutar en virtud del contrato celebrado con la referida sociedad. Y la obligación de pago surgía, no de la destinación presupuestal de unos recursos, sino de la cumplida ejecución de sus obligaciones por parte del contratista, en la forma y términos pactados en el contrato, el cual dispuso cómo debían llevarse a cabo las prestaciones a su cargo, el precio que debería pagar la entidad contratante como contraprestación y la forma de pago del mismo. Al respecto, como lo ha explicado la doctrina: 

Al compromiso del gasto
 le siguen las operaciones de la orden de pago y pago efectivo, condicionadas al cumplimiento de aquel: que el contrato se ejecute, en todo o en parte, por ejemplo, de obra o de suministro, por lo que su cuantía inicial puede variar. De allí la necesidad de su liquidación (…). Fijar la cuantía del gasto que se va a comprometer o que se compromete, es importante, ya que puede afectar el cálculo previsto en la respectiva apropiación (…). En el compromiso voluntario del gasto
, no siempre la liquidación es concomitante. Con frecuencia, es indispensable conocer primero hasta dónde el gasto comprometido se ha realizado. En estas circunstancias, que son las generales de la forma como se manifiesta la operación de liquidación del gasto público, su valor real y definitivo no puede establecerse sino luego de prestado el servicio, desempeñado el cargo o cumplido el contrato: en otros términos, realizado el acto de compromiso. Solo con posterioridad es posible liquidar su valor monetario en forma que se ajuste más exactamente a la realidad; mientras tanto, la liquidación indica tan solo un valor aproximado y provisional (…). Comprometido y liquidado el gasto, se procede a ordenar su pago
. 
60. En el presente caso, si bien se estipuló en el contrato un valor total de $35 000 000, también se pactó un precio unitario de $ 70 000 por capacitación (por funcionario y por curso), lo que significa que el valor final del contrato sería el resultado de la efectiva labor desarrollada por el contratista durante el plazo de ejecución acordado, que fue de 6 meses, transcurridos los cuales, el contrato finalizó y por lo tanto, la obligación de la entidad contratante se limitaba a pagar por el servicio efectivamente prestado dentro del término estipulado, teniendo en cuenta el número de cursos que el contratista dictó, el número de funcionarios capacitados y el valor unitario de cada capacitación. 

61. De acuerdo con lo anterior, no demostró la parte actora el incumplimiento contractual que le imputó a la entidad demandada y en consecuencia, tampoco desvirtuó la presunción de legalidad del acto administrativo de liquidación unilateral, razón por la cual resulta procedente la confirmación del fallo de primera instancia, como en efecto lo hará en la parte resolutiva de la presente providencia.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A 

CONFÍRMASE la sentencia de primera instancia, esto es la proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Tercera Subsección B el 30 de abril de 2002. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.
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DANILO ROJAS BETANCOURTH
Presidente
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STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO
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RUTH STELLA CORREA PALACIO
� De  acuerdo con lo dispuesto por el artículo 168 del Código Contencioso Administrativo, en los procesos contencioso administrativos son aplicables las normas del Código de Procedimiento Civil sobre la admisibilidad de los medios de prueba, la forma de practicarlas y los criterios de valoración. 


� El contrato no estuvo precedido de licitación pública o privada, toda vez que de acuerdo con lo establecido por el artículo 43 del Decreto-Ley 222 de 1983, se podía prescindir de la licitación, entre otros, “cuando se trate de contratos de prestación de servicios previstos en el capítulo once del Título VIII”. 


� El artículo 50 consagra la responsabilidad de las entidades estatales por las actuaciones, abstenciones, hechos y omisiones antijurídicos que les sean imputables y que causen perjuicios a sus contratistas; el artículo 51, se refiere a la responsabilidad de los servidores públicos en las actuaciones contractuales; el artículo 52 consagra la responsabilidad de los contratistas y el artículo 53, la de consultores, interventores y asesores en la misma materia.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, auto del 5 de octubre de 2000, expediente 18385, C.P. María Elena Giraldo Gómez. En igual sentido, providencia del 19 de octubre de 2000, expediente 12393, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez; del 31 de agosto de 2005, expediente 29.440, C.P. María Elena Giraldo Gómez.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, auto del 15 de diciembre de 2011, expediente 40.586, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, auto del 15 de diciembre de 2011, expediente 40.586, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, en el que se reitera la tesis mayoritaria de la Sección, plasmada en sentencia del 4 de diciembre de 2006, expediente 15.239, C.P: Mauricio Fajardo Gómez,  auto del 11 de octubre de 2006, expediente 30.566 y auto del 28 de marzo de 2007, expediente 33051, fundamentados en la sentencia de la misma sección del 31 de agosto de 2006, expediente 28556, C.P. Ruth Stella Correa Palacio. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 10 de mayo de 2001, expediente 13347, C.P. Ricardo Hoyos Duque.


� El Decreto 2171 del 30 de diciembre de 1992, mediante el cual se reestructuró el Ministerio de Transporte, creó el Instituto Nacional de Vías como un establecimiento público del orden nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonio propio y adscrito al Ministerio del Transporte, entidad a la cual le fueron transferidas las funciones que anteriormente ejercía el Fondo Vial Nacional.


� En relación con el contrato de prestación de servicios, se observa que a pesar de no ser su única manifestación, tanto la doctrina como la jurisprudencia le han dado relevancia sólo a una de ellas, que es la contratación de servicios personales, es decir cuando el contrato se celebra con personas naturales o para que personas naturales ejerzan ciertas funciones dentro de la entidad, que podrían corresponder a las propias de las mismas funciones administrativas a su cargo, con lo que se vulneran normas de derecho público y derechos de índole principalmente laboral, pues por este medio se desconocen requisitos de ingreso al servicio público y emolumentos y prestaciones que la vinculación regular a la administración le otorgan a sus empleados y trabajadores. Al respecto, por ejemplo, la sentencia de la Corte Constitucional C-154 del 19 de marzo de 1997, advirtió cómo, el contrato de prestación de servicios con personas naturales, suele esconder muchas veces, verdaderos contratos de trabajo. Como lo reconoce la doctrina, “Es lugar común, cuando de los contratos de prestación de servicios se trata, traer a cuento el abuso que de los mismos se ha hecho. Antes de la expedición de los dos últimos estatutos contractuales, la doctrina había puesto de presente que, al margen de su necesidad, lo cierto era que los mismos se habían ‘utilizado para favorecer amigos y pagar servicios políticos’”. Ariza Moreno, Weiner, “Los contratos de prestación de servicios y su utilización por parte de las entidades estatales”, en “Misión de Contratación: Hacia una política para la eficiencia y la transparencia en la contratación pública”, T. I., Departamento Nacional de Planeación Nacional, pg. 150. Este mismo autor, distingue, para efectos de su análisis, entre contratos de prestación de servicios profesionales y contratos de prestación de servicios ordinarios. Op. cit., pg. 154 y 161.


� “Art. 15. Del consentimiento, objeto y causa.- Los requisitos de consentimiento válido, objeto y causa lícitos se regirán por las normas que sobre la materia establecen el Código Civil y disposiciones complementarias”.


� Actualmente, el artículo 32 de la Ley 80 de 1993 define el contrato de prestación de servicios como “(…) los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados. // En ningún  caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el términos estrictamente indispensable”.


� Dávila Vinueza, Luis Guillermo, Régimen Jurídico de la Contratación Estatal, Legis Editores S.A., 2ª ed., 2003, p. 745.


� En la doctrina española también se considera que el contrato de prestación de servicios, consagrado dentro de su régimen de contratación estatal, tiene origen en la normatividad civil, al considerar que “(…) como transposición del arrendamiento de servicios del Código Civil, se tratará, en todo caso, de un contrato por el que una de las partes (el contratista) se obliga a prestar a la otra (la Administración) un servicio por precio cierto”. García Gómez de Mercado, Francisco, Manual de Contratación y Responsabilidad de la Administración, Editorial Comares, Granada, 2004, p. 579.  


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 31 de agosto de 2011, expediente 18080, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� El vocablo “servicio” es definido por la Real Academia de la Lengua Española como la “Organización y personal destinados a cuidar intereses o satisfacer necesidades del público o de alguna entidad oficial o privada” y  como la “Función o prestación desempeñadas por estas organizaciones y su personal”. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 21 de abril de 2004, expediente 14651, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� [72] “Ibídem”. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 8 de junio de 2011, expediente AP 00540-01, C.P. Enrique Gil Botero.





� Jaramillo J., Carlos Ignacio, Tratado de la Interpretación del Contrato en América Latina, T. II, Universidad Externado de Colombia, Editora Jurídica Grijley, Rubinzal Culzoni Editores, 2007, pg. 890.


� Jaramillo J., Carlos Ignacio, ob. cit., pgs. 816 y 836.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 30 de junio de 2011, expediente 38619, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� [4] “Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 15 de febrero de 1991, referencia 5973, C.P. Carlos Betancur Jaramillo: “El poder de interpretación que tienen las partes de un contrato no se discute, ni en el derecho privado ni en el público. El mismo código civil en sus artículos 1618 y siguientes trae una serie de normas orientadoras a ese respecto. Y es obvio que así sea porque en la ejecución y cumplimiento de los contratos pueden surgir discrepancias o dudas sobre el alcance de ciertas cláusulas o frases que entorpezcan su desarrollo. Discrepancias o dudas que deben ser despejadas en primer término por las mismas partes y que en última instancia será el juez el que las despeje cuando aquéllas no hayan logrado un acuerdo y como consecuencia se haya producido el rompimiento de la relación negocial. Pero ese poder interpretativo que en el derecho privado es equivalente y no coercitivo, como que una de las partes no le podrá imponer a la otra una determinada interpretación, en el derecho público presenta unas características diferentes”; sentencia de 4 de junio de 1993, referencia 7215, C. P. Daniel Suárez: “Del texto anterior y dentro de una sana hermenéutica y para esto habrá que seguirse los artículos 1618 y ss del C.C., lo primero que se deduce del contenido de la cláusula transcrita es la intención de las partes...”; sentencia de 11 de mayo de 1999, referencia 10196, C. P. Ricardo Hoyos Duque: “La Sala considera que a pesar de las incongruencias que presentó el contrato, este aspecto no solo debe analizarse a la luz de la mencionada disposición, sino también de otros preceptos contemplados en el Código Civil 1618 para la interpretación de los contratos. El propósito de esta norma no es otro que lograr que entre los contratantes prevalezca la voluntad real sobre la voluntad declarada.”


� [5] “El principio de interpretación referido se incorpora, entre otros pasajes del Digesto, en el que a continuación se transcribe (traducción de I. Garcia Del Corral. Cuerpo del derecho civil romano, Barcelona, 1897): “D.50,16,219 Papiniano, Respuestas, libro II.- Se determinó que en las convenciones se atienda a la voluntad de los contratantes más bien que a las palabras. Así pues, cuando los municipios hubieren dado en arrendamiento un fundo tributario con la condición de que le perteneciera al heredero del que lo tomó, pudo ser transferido también al legatario del derecho de los herederos”


� [6] « M. Domat, Les loix civiles dans leur ordre naturel; le droit public, et legum delectus (tome premier), Paris 1771, p. 26: “Regla 1. Las oscuridades y dudas deben interpretarse por la intención común de los contratantes. Las convenciones deben ser formadas por el consentimiento mutuo de las partes, y cada una debe explicar sincera y claramente lo que promete y lo que pretende. Y es por su intención común que se explica aquello que puede aparecer en la convención como oscuro o dudoso”. “Regla 4 “La intención se prefiere sobre la expresión. Si los términos de una convención parecen contrarios a las intenciones de los contratantes, y estas intenciones resultaren evidentes, se debe atender a la intención por encima de los términos”.


� [7] « R.J. Pothier, Oeuvres de R-J POTHIER. Les Traites du Droit Francais, (tome premier), Bruxelles, 1829 “Primera regla. 91. Se debe, en las convenciones, investigar cuál ha sido la intención común de las partes contratantes más que el sentido gramatical de los términos.”


� [8] “Código Civil francés, artículo 1156: “Se debe, en las convenciones, investigar cuál ha sido la intención común de las partes contratantes más que detenerse en el sentido literal de los términos”; Código Civil alemán, artículo 133: “En la interpretación de una declaración de voluntad ha de investigarse la voluntad real y no atender al sentido de la expresión”; Código Civil italiano, artículo 1362: “Intenciones de los contratantes.- En la interpretación del contrato se debe indagar cuál ha sido la común intención de las partes y no limitarse al sentido de las palabras. Para determinar la común intención de las partes se debe valorar su comportamiento completo, también posterior a la celebración del contrato”; Código Civil español, artículo 1281.- “Si los términos de un contrato son claros y no dejan duda sobre la intención de los contratantes se estará al sentido literal de sus cláusulas. Si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente de los contratantes, prevalecerá ésta sobre aquellas”.


� [9] “Código Civil del Distrito Federal de México, artículo 1851: “Si los términos de un contrato son claros y no dejan duda sobre la intención de los contratantes se estará al sentido literal de sus cláusulas. Si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente de los contratantes, prevalecerá ésta sobre aquellas”; Código Civil de Brasil, artículo 112: “En las declaraciones de voluntad se atenderá más la intención que al sentido literal del lenguaje”.


� [10] “Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 11 de febrero de 2009, referencia 16100, C.P. Ramiro Saavedra Becerra”. 


� Dromi, Roberto, Derecho Administrativo, Ediciones Ciudad Argentina, 5ª ed., 1996, pg. 369.


� En relación con la constitución y aprobación de la garantía de cumplimiento, que se consagró en el Decreto-Ley 222 de 1983 como un requisito de perfeccionamiento del contrato, su cuantía debía fijarse con base en lo dispuesto por la Contraloría General de la República –resolución n.o 10500 de 1984-, quien establecía los mínimos y máximos de las coberturas, representados en un determinado porcentaje del valor total del contrato.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 28 de septiembre de 2006, expediente 15307, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Actualmente, el numeral 6º del artículo 25 de la Ley 80 de 1993 establece que “Las entidades estatales abrirán licitaciones e iniciarán procesos de suscripción de contratos, cuando existan las respectivas partidas o disponibilidades presupuestales”.


� Acota la Sala que el compromiso del gasto corresponde a la primera operación de ejecución del presupuesto de gastos, básica para las subsiguientes de liquidación, ordenación y pago. 


� Los contratos, en criterio de la Sala, sin lugar a dudas corresponden a una forma de compromiso voluntario del gasto.


� ,Ramírez Cardona, Alejandro, Hacienda Pública, Editorial Temis S.A., 3ª ed., 1986, pg. 422 y 423.





